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Señor 

JUEZ CONSTITUCIONAL DEL CIRCUITO DE MONTERIA - CORDOBA 

E. S.D.  

 

Referencia:  ACCION DE TUTELA CON SOLICITUD DE MEDIDAS 

PROVISIONALES DE DIMAS LEANDRO OLARTE CUBILLOS contra 

LA GOBERNACION DE CORDOBA y la COMISION NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL  

 

DIMAS LEANDRO OLARTE CUBILLOS, mayor de edad, con domicilio y residente 

en Pitalito - Huila, identificado con al CC 12.264.956 ante usted acudo con el fin de 

presentar ACCION DE TUTELA, con solicitud de medidas provisionales, en contra 

de la GOBERNACION DE CORDOBA, representada legalmente por el señor 

Gobernador de Córdoba ORLANDO BENITEZ MORA, o por quien a la fecha de 

notificación de esta acción la represente y contra la COMISION NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL, representada legalmente por JORGE ALIRIO ORTEGA CERÓN, 

o por quien a la fecha de presentación de la acción la represente, con el fin de que 

de manera definitiva o como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable se AMPAREN mis derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO 

ADMINISTRATIVO y al ACCESO A CARGOS PÚBLICO DE CARRERA, 

comprometidos con las actuaciones arbitrarias de la accionada GOBERNACIÓN DE 

CÓRDOBA y, eventualmente, de la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, 

conforme los hechos que a continuación se exponen:  

 

HECHOS JURIDICAMENTE RELEVANTES 

 

PRIMERO. - Participé en el proceso de selección CONVOCATORIA N° 1106 de 

2019- TERRITORIAL 2019, para el cargo de PROFESIONAL ESPECIALIZADO 

CÓDIGO 222, GRADO 10, ofertado mediante OPEC 10647, donde fueron 

reportadas 2 vacantes, quedando el 18 de noviembre de 2021 en firme la lista de 

elegibles así: en primer lugar ENVER ALBERTO MESTRA TAMAYO, en segundo 

lugar JAIRO ANDRES BECERRA ACOSTA y en tercer lugar DIMAS LEANDRO 

OLARTE CUBILLOS. 

 

SEGUNDO. - La accionada GOBERNACION DE CORDOBA después de un 

accidentado proceso y demás requerimientos, entre ellos el  11 de enero de 2022 

en donde la Comisión Nacional del Servicio civil, requirió al ente territorial por 
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presunta violación a las normas de carrera administrativa e instrucciones de la 

CNSC relacionado con el nombramiento y posesión de elegibles en posición de 

mérito, ya que una vez notificada la firmeza de la lista de elegibles el 01 de diciembre 

de 2021 el Gobernación de Córdoba, debió efectuar los nombramiento de le 

elegibles desde el 02 a 16 de diciembre de 2021, razón por la cual fue compelida a 

expedir los actos de nombramiento el 3 de febrero de 2022 de las dos (2) personas 

que ocuparon los puestos meritorios, tomando posesión ENVER ALBERTO 

MESTRA TAMAYO luego de orden de medida cautelar del 28 de febrero y posterior 

sentencia 11 marzo de 2022 de amparo de derechos a través de tutela (Juzgado 3 

de familia del circuito de Montería, rad. 2022-00066) inaplicando en uso del principio 

de excepción de inconstitucionalidad la decisión de la Gobernación de Córdoba de 

auto - otorgarse tres (3) meses más para dar posesión del cargo al primero en la 

lista. 

 

TERCERO. - Respecto a la persona que ocupo la segunda (2da) posición meritoria 

en la lista de elegibles JAIRO ANDRES BECERRA ACOSTA en un inicio manifestó 

su aceptación al cargo, después pidió prórroga para posesionarse, y finalmente el 

22 de marzo de 2022 presentó escrito enviado a la Gobernación de Córdoba 

manifestando su DESISTIMIENTO del nombramiento realizado mediante Decreto 

00133 del 3 de febrero de 2022 solicitando a la Dirección Administrativa de Personal 

de la Gobernación de Córdoba realizar los trámites administrativos de 

DEROGATORIA DEL NOMBRAMIENTO y continuación de uso de la lista de 

elegibles ya que entre otros motivos actualmente es el personero municipal de la 

ciudad de Villavicencio, departamento del Meta. 

 

CUARTO. - El 23 de marzo de 2022 mediante derecho de petición solicité a la 

Gobernación de Córdoba se emitiera el acto administrativo de nombramiento del 

suscrito DIMAS LEANDRO OLARTE CUBILLOS conforme el uso de la lista de 

elegibles del empleo Profesional Especializado, código 222, grado 10, de la planta 

global de cargos, identificado con la OPEC 10647, bajo la Resolución No. 5069 del 

9 de noviembre de 2021 (2021RES-400.300.24- 5069), expedida por la Comisión 

Nacional del Servicio Civil- CNSC, en atención al escrito del 22 de marzo de 2022 

en donde JAIRO ANDRES BECERRA ACOSTA (quien ocupo la posición meritoria 

2 de la lista de elegibles) manifiesta su DESISTIMIENTO al nombramiento realizado 

mediante decreto 00133 del 3 de febrero de 2022 requiriendo a la Dirección 

Administrativa de Personal de la Gobernación de Córdoba realizar los trámites 

administrativos  pertinentes. 
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QUINTO. – El 31 de marzo de 2022 la Gobernación de Córdoba mediante el 

decreto 00301, acepto el desistimiento del señor JAIRO ANDRES BECERRA 

ACOSTA del nombramiento del cargo y derogó de manera integral el decreto 

00133 de 3 de febrero de 2022. 

 

SEXTO. - El suscrito DIMAS LEANDRO OLARTE CUBILLOS ocupó la posición 3 

de 2 ofertadas y teniendo en cuenta el DESISTIMIENTO del nombramiento 

realizado por JAIRO ANDRES BECERRA ACOSTA, debe darse el trámite 

pertinente por parte de la Gobernación de Córdoba y la Comisión Nacional de 

Servicio Civil, y hacer uso de la lista con los elegibles restantes a fin de proveer la 

totalidad de vacantes, que se encuentran en espera durante la vigencia de la 

precitada lista. 

 

SÉPTIMO. – El 05 de abril de 2022 respondiendo derecho de petición elevado por 

ALBANIA VIRGINIA PERDOMO JIMENEZ quien ocupó la cuarta (4) posición en la 

lista de elegibles al solicitar información respecto del cumplimiento de la Resolución 

5069 de 9 de noviembre de 2021 le manifiesta que “… dado que la Gobernación de 

Córdoba, no ha realizado el reporte de las novedades que den cuenta de la provisión 

de las vacantes ofertadas, en el modulo Banco Nacional de Listas de Elegibles – 

BNLE en el portal SIMO 4.0; esta Comisión Nacional remitirá copia de la presente 

comunicación, con el fin de que dicha entidad allegue actos administrativos de 

nombramiento en periodo de prueba, actas de posesión, acto de derogatoria y/o 

renuncia de los elegibles que ocuparon las posiciones uno (1) y dos (2), así como 

las novedades que se pudieron presentar en el empleo identificado con el código 

OPEC 10647. Lo anterior con el fin de actualizar el BNLE. 

 

Ahora bien, conviene indicar que la entidad deberá reportar la existencia de vacante 

definitiva en caso de presentarse alguna de las situaciones descritas por el articulo 

8 del acuerdo 165 de 2020, modificado por el acuerdo 013 del 22 de enero de 2021.” 

 

OCTAVO. - A la fecha de presentación de la presente solicitud de amparo por la 

vulneración de mi derecho fundamental al debido proceso, el señor Gobernador del 

departamento de Córdoba, NO ha realizado el debido proceso administrativo 
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pertinente, porque debió en un término máximo al 29 de marzo de 2022 haber 

reportado la información sobre la provisión del empleo y uso de la lista de elegibles 

con el fin de que la Comisión nacional del Servicio civil autorice el uso de la lista de 

elegible conformada mediante Resolución No. 5069 del 9 de noviembre de 2021 

(2021RES-400.300.24- 5069) y nombrar al aquí accionante DIMAS LEANDRO 

OLARTE CUBILLOS en el cargo Profesional Especializado, código 222, grado 10, 

de la planta global de cargos, identificado con la OPEC 10647 de la Gobernación 

de Córdoba. 

 

Con fundamento en los anteriores hechos me permito elevar las siguientes: 

 

PETICIONES 

 

TUTELAR los Derechos Fundamentales al DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO 

y al ACCESO A CARGOS PÚBLICO DE CARRERA a favor de DIMAS LEANDRO 

OLARTE CUBILLOS ordenando a la GOBERNACIÓN DE CÓRDOBA y, 

eventualmente, de la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL expedir los 

actos administrativas pertinentes en cumplimiento del debido proceso administrativo 

(i) reportar la información sobre la provisión del empleo y uso de la lista de elegibles 

con el fin de que la Comisión nacional del Servicio civil autorice el uso de la lista de 

elegible conformada mediante Resolución No. 5069 del 9 de noviembre de 2021 

(2021RES-400.300.24- 5069) y (ii) nombrar al aquí accionante DIMAS LEANDRO 

OLARTE CUBILLOS en el cargo Profesional Especializado, código 222, grado 10, 

de la planta global de cargos, identificado con la OPEC 10647 de la Gobernación 

de Córdoba. 

 

CONSIDERACIONES DE DERECHO 

 

La Gobernación de Córdoba, vulnera al dilatar en el tiempo los tramites 

administrativas pertinentes de nombramiento y posesión del cargo a DIMAS 

LEANDRO OLARTE CUBILLOS los derechos fundamentales al DEBIDO 

PROCESO ADMINISTRATIVO y ACCESO A CARGOS PÚBLICOS DE CARRERA 

porque a la fecha de presentación de la presente solicitud de amparo el señor 

Gobernador del departamento de Córdoba, NO ha realizado el debido proceso 

administrativo pertinente, porque debió en un término máximo al 29 de marzo de 

2022, reportar la información sobre la provisión del empleo y uso de la lista de 

elegibles con el fin de que la Comisión nacional del Servicio civil autorice el uso de 
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la lista de elegible conformada mediante Resolución No. 5069 del 9 de noviembre 

de 2021 (2021RES-400.300.24- 5069) y nombrar al aquí accionante en el cargo 

Profesional Especializado, código 222, grado 10, de la planta global de cargos, 

identificado con la OPEC 10647 de la Gobernación de Córdoba. 

 

El artículo 2.2.5.1.12 del decreto 648 de 2017 (abril 19) por el cual se modifica y 

adiciona el decreto 1083 de 2015, reglamentario único del sector de la Función 

Pública, señala:  

 

ARTÍCULO 2.2.5.1.12 Derogatoria del nombramiento. La autoridad 

nominadora deberá derogar el nombramiento, cuando: 

 

1. La persona designada no manifiesta la aceptación del nombramiento, no 

acepta, o no toma posesión del empleo dentro de los plazos señalados en la 

Constitución, la ley o el presente Título. 

 

2. No sea viable dar posesión en los términos señalados en el presente Título. 

 

3. La administración no haya comunicado el nombramiento. 

 

4. Cuando la designación se ha hecho por acto administrativo inadecuado. 

 

Para el presente caso se configura la causal consagrada en el numeral 1 del artículo 

2.2.5.1.12 del decreto 648 de 2017, al momento de ser radicado el escrito del 22 de 

marzo de 2022 en donde JAIRO ANDRES BECERRA ACOSTA (quien ocupo la 

posición meritoria 2 de la lista de elegibles) manifiesta su DESISTIMIENTO al 

nombramiento realizado mediante decreto 00133 del 3 de febrero de 2022, por lo 

que la entidad nominadora ya derogo el nombramiento efectuado mediante el 

decreto 00301 el 31 de marzo de 2022. 

 

El acuerdo 165 del 12 de marzo de 2020, por medio del cual se reglamenta la 

conformación, organización y manejo del Banco Nacional de Listas de Elegibles 

para el Sistema General de Carrera, proferido por la Comisión Nacional del Servicio 

Civil señala: 

 

ARTICULO 6°. Reporte de Información sobre provisión y uso de listas. Las 

entidades deberán reportar a la CNSC por el medio que esta disponga, las 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866#1083
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novedades que se presenten en relación con los nombramientos, 

posesiones, derogatorias, revocatorias, renuncias presentadas y demás 

situaciones que puedan afectar el orden de provisión y el uso de las listas, 

para lo cual contarán con un término máximo de cinco (5) días hábiles 

contados a partir de la ocurrencia de la novedad. 

 

ARTICULO 9°. Autorización del uso de Listas de Elegibles. Corresponde a la CNSC 

autorizar a la entidad, el uso de las listas de elegibles. 

El acuerdo 0013 de 2021 por medio del cual deroga el artículo 8 del acuerdo 165 de 

2020, por medio del cual se reglamenta la conformación, organización y manejo del 

Banco Nacional de Listas de Elegibles para el Sistema General de Carrera, proferido 

por la Comisión Nacional del Servicio Civil señala: 

 

ARTICULO 8°. Uso de Lista de Elegibles. Durante su vigencia las listas de elegibles 

serán utilizadas para proveer definitivamente las vacantes de la respectiva entidad, en 

los siguientes casos:  

 

1. Cuando el elegible nombrado no acepte el nombramiento o no se posesione en el 

empleo o renuncie durante el periodo de prueba o no supere el periodo de prueba.  

 

2. Cuando, durante su vigencia, se genere la vacancia definitiva de un empleo provisto 

mediante la lista de elegibles conformada en virtud del respectivo concurso de 

méritos, con ocasión de alguna de las causales de retiro del servicio consagradas en 

el artículo 41 de la Ley 909 de 2004.  

 

3. Cuando, durante su vigencia, se generen nuevas vacantes del “mismo empleo” o 

de “empleos equivalentes” en la misma entidad. 

 

 

Teniendo en cuentas las anteriores prescripciones y términos legales, la 

Gobernación del departamento de Córdoba, al momento de presentación de este 

escrito de solicitud de amparo constitucional, NO ha reportado a la Comisión 

Nacional del Servicio Civil la novedad del 22 de marzo de 2022 en donde JAIRO 

ANDRES BECERRA ACOSTA (quien ocupo la posición meritoria 2 de la lista de 

elegibles) manifiesta su DESISTIMIENTO al nombramiento realizado mediante 
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decreto 00133 del 3 de febrero de 2022, y posterior decreto 00301 del 31 de marzo 

de 2022 por medio del cual la Gobernación de Córdoba acepta el desistimiento del 

señor JAIRO ANDRES BECERRA ACOSTA del nombramiento del cargo y deroga 

de manera integral el decreto 00133 de 3 de febrero de 2022, situación 

administrativa que debió ocurrir a más tardar el 29 de marzo de 2022 a fin de que 

se autorice el uso de la lista de elegible conformada mediante Resolución No. 5069 

del 9 de noviembre de 2021. 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 

1. EL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO. 

 

La Honorable Corte Constitución en sentencia T – 010 de 2017 definió el debido 

proceso administrativo así: 

 

“… La jurisprudencia de esta Corte ha definido el debido proceso administrativo 

como: “(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la 

administración materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por 

parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta 

entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional 

y legal”.  Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar 

el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias 

actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa 

de los administrados” 

 

El derecho fundamental al debido proceso administrativo emana del artículo 29 de 

la Constitución Política, implica para la Administración pública el cumplimiento de 

un conjunto de garantías procesales en el curso de formación de sus actuaciones. 

Tales garantías han sido quebrantadas al suscrito accionante dado que: 1) Se está 

incumpliendo la materialización del derecho del administrado, por la dilación 

injustificada del actuar de la administración, no sólo al nombramiento en el cargo 

público, que de por sí no genera derecho subjetivo, sino a posesionarse en el 

mismo, previo cumplimiento de los requisitos legales, uno de los cuales es la toma 

de posesión dentro del tiempo señalado en la ley, que sólo excepcionalmente puede 

verse afectado por una prórroga a petición del interesado, que la administración 

encuentre justificada. 2) La Administración pública no puede atribuirse potestades 

que el ordenamiento jurídico no le ha otorgado, como en este caso de tomarse de 
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manera injustificada tiempo, dilatando el nombramiento y posesión para permitir la 

materialización de derechos de carrera administrativa del aquí accionante, sino que 

también defrauda la confianza legítima del suscrito ciudadano en la Administración 

pública y la buena fe ínsita a tal confianza. 

 

El derecho al debido proceso administrativo como “(…) la regulación jurídica que de 

manera previa limita los poderes del Estado y establece las garantías de protección 

a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de las actuaciones de 

las autoridades públicas dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren 

sujetas siempre a los procedimientos señalados por la ley”. (…) El debido proceso 

administrativo se configura como una manifestación del principio de legalidad, 

conforme al cual toda competencia ejercida por las autoridades públicas debe estar 

previamente señalada por la ley, como también las funciones que les corresponden 

y los trámites a seguir antes y después de adoptar una determinada decisión. Como 

ya lo mencione anteriormente la Corte señaló que el debido proceso administrativo 

ha sido definido jurisprudencialmente como: “(i) el conjunto complejo de condiciones 

que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una 

secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación 

directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera 

constitucional y legal”. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca 

“(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus 

propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la 

defensa de los administrados”. (…) [D]entro del debido proceso administrativo se 

debe garantizar: “(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna 

y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones 

injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio 

hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente 

y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, 

(vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa 

y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las 

decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido 

proceso.  

 

2. DERECHO AL ACCESO A CARGOS PUBLICOS DE CARRERA 

 

De acuerdo con la Honorable Corte Constitucional, en sentencia T 340 de 2020, 

establecen que el artículo 125 de la Constitución Política elevó a un rango superior 
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el principio de mérito como criterio predominante para la designación y promoción 

de servidores públicos.  Así, consagro como regla general que los empleos en los 

órganos y entidades del Estado son de carrera y que el ingreso a ella se hará 

mediante concurso público.  Con esta norma el constituyente hizo explícita la 

prohibición de que factores distintos al mérito pudiesen determinar el ingreso y la 

permanencia en la carrera administrativa. 

 

Continua la Honorable Corporación indicando que, la constitucionalización del 

principio de mérito busca tres propósitos fundamentales.  El primero de ellos es 

asegurar el cumplimiento de los fines estatales y de la función administrativa 

previstos en los artículos 2 y 209 Superiores.  En este sentido, se ha dicho que la 

prestación del servicio público por personas calificadas se traduce en eficacia y 

eficiencia de dicha actividad.  Además, el mérito como criterio de selección provee 

de imparcialidad a la función pública.  El segundo es materializar distintos derechos 

de la ciudadanía; y como tercer y último propósito perseguido por el articulo 125 

superior, es la igualdad en el trato y oportunidades, ya que, con el establecimiento 

de concursos públicos, en los que el mérito es el criterio determinante para acceder 

a un cargo, cualquier persona puede participar, sin que dentro de este esquema se 

toleren tratos diferenciados injustificados, así como la arbitrariedad del nominador. 

 

“El principio de mérito se concreta principalmente en la creación de sistemas de 

carrera y en el acceso a cargos públicos mediante la realización de concursos.  

Este último corresponde a los procesos en los que a través de criterios objetivos 

se busca determinar idoneidad, capacidad y aptitud e los aspirantes para ocupar 

un cargo, teniendo en cuenta la categoría del empleo y las necesidades de la 

entidad.” 

 

Así pues, en la ley 909 de 2004 se establecieron las etapas del proceso de selección 

o concurso, en los siguientes términos:  la primera de ellas es la convocatoria, que 

debe ser suscrita par la CNSC y por el jefe de la entidad u organismo cuyas 

necesidades de personal se pretenden satisfacer, y que se convierte en el acto 

administrativo que regula todo el concurso.  La segunda, es el reclutamiento, que 

tiene como objetivo atraer e inscribir a los aspirantes que cumplan con los requisitos 

para el desempeño del empleo convocado.  La tercera, la constituyen las pruebas, 

cuyo fin es identificar la capacidad, aptitud, idoneidad y adecuación de los 

aspirantes y establecer una clasificación de candidatos.  La cuata, es la elaboración 

de la lista de elegibles, por estricto orden de mérito, la cual tendrá una vigencia de 
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dos años y con la cual se cubrirán las vacantes.  La quinta y última etapa, es el 

nombramiento en periodo de prueba de la persona que haya sido seleccionada por 

el concurso. 

 

Con posterioridad, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1227 de 2005, que 

regulo parcialmente la ley 909 de 2004.  El articulo 7 modificado por el decreto 1894 

de 2012, estableció el orden para la provisión definitiva de los empleos de carrera.  

En el parágrafo 1 de este artículo se dispuso que:  “una vez provistos en periodo de 

prueba los empleos convocados a concurso con las listas de elegibles elaboradas 

como resultado de los procesos de selección, tales listas, durante la vigencia, solo 

podrán ser utilizadas para proveer de manera específica las vacancias definitivas 

que se generen en los mismos empleos inicialmente provistos, con ocasión de la 

configuración para su titular de alguna de las causales de retiro del servicio 

consagradas en el artículo 41 de la ley 909 de 2004” 

 

En relación con el contenido del artículo 29 de la Carta Política, consagra el debido 

proceso como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a 

través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación 

judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se 

logre la aplicación correcta de la justicia. 

 

Respecto del presente caso puesto a consideración de la Justicia Constitucional,  

cualquier dilación injustificada en el tiempo de los actos administrativos pertinentes 

que concluyan en la NO posesión pronta del actor de esta solicitud de amparo de 

derechos fundamentales, carece de fundamento legal, puesto que es diáfano 

concluir que la potestad de dilatar o prorrogar NO es potestativo de la Gobernación 

de Córdoba, pues solamente la persona que se encuentra en posición meritoria 

dentro de la lista de elegibles (dentro de los términos de ley) designada mediante 

concurso de mérito para ocupar la vacante, es quien lo puede solicitar, más NO la 

entidad encargada de la gestión nominadora de nombrar y posesionar. 

 

Con esta actuación dilatoria y arbitraria de la Administración, reflejada en dilaciones 

injustificadas de nombramiento y posterior posesión del cargo, al margen de lo 

ordenado en la Ley y en los conceptos que sobre el particular han emitido tanto el 

Departamento Administrativo de la Función Pública como la Comisión Nacional de 

Servicio Civil, de que en ningún momento se deriva interpretación que atribuya el 

derecho de la Administración de concederse autoprórrogas para aplazar el término 
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perentorio de nombramiento y posesión del elegible, se vulneran mis derechos 

fundamentales al debido proceso y al acceso a cargos públicos. 

 

El acceso a cargos públicos de carrera es un derecho fundamental, el cual esta 

siendo mancillado por cuanto la Gobernación de Córdoba está burlando mi 

nombramiento y posesión, dentro del término legal de que dispongo por mandato 

de la Ley para hacerlo,  atribuyéndose el derecho a dilatar en el tiempo la expedición 

de los actos administrativos correspondientes, mi derecho fundamental al debido 

proceso administrativo, se ve en este caso también reforzado con mi derecho al 

acceso a cargos públicos, en este caso a ser posesionado, dentro de los términos 

de ley, en el cargo para el cual concursé y obtuve el tercer lugar en la 

correspondiente lista de elegibles. Así se ha tratado el tema por parte del Consejo 

de Estado en sentencia radicado 2016- 05854, de la sección segunda, Subsección 

B: La sala considera que … los argumentos esbozados no tienen asidero jurídico, 

toda vez que si bien es cierto la norma reguladora del concurso determina que la 

lista de elegibles tiene una vigencia de dos años, mal hace la entidad al entender 

que dicho término también debe tenerse en cuenta para ejecutar la misma, pues 

son dos situaciones muy diferentes, ya que el derecho adquirido por una persona 

para ser nombrado en un cargo, consecuencia de haber superado 

satisfactoriamente un concurso de méritos, no puede estar supeditado a plazos o 

condiciones que la ley no prevé, y que por el contrario riñen con los postulados de 

un estado social de derecho y las disposiciones que el constituyente consideró 

respecto del ingreso a cargos públicos con fundamento en el mérito.  

 

Razón por la cual, no existe argumento válido que justifique la omisión de cualquier 

entidad de nombrar a quien, a parte de adquirir el derecho a ser nombrado y 

posesionado en un empleo público consecuencia de haber superado el respectivo 

concurso de méritos. Sobre este mismo derecho fundamental de acceso a cargos 

públicos, la Corte Constitucional comentaría en la sentencia C-393/2019: … La 

posibilidad de acceder a cargos públicos es un derecho fundamental de aplicación 

inmediata que tiene como fundamento el derecho a participar en la conformación, 

ejercicio y control del poder político en igualdad de condiciones y con base en 

parámetros objetivos (art. 85 de la CP). (…) El ámbito de protección del derecho de 

acceso a cargos públicos comprende cuatro dimensiones: (i) el derecho a 

posesionarse, reconocido a las personas que han cumplido con los requisitos 

establecidos en la Constitución y en la ley para acceder al cargo. Como se expuso, 

dentro de estos requisitos se encuentra el no estar incurso en causales de 
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inhabilidad o incompatibilidad; (ii) la prohibición de establecer requisitos adicionales 

para tomar posesión de un cargo, diferentes a las establecidas en el concurso de 

méritos; (iii) la facultad de elegir, de entre las opciones disponibles, aquella que más 

se acomoda a las preferencias de quien ha participado y ha sido seleccionado en 

dos o más concursos; y (iv) la prohibición de remover de manera ilegítima a quien 

ocupa el cargo público.  

 

Finalmente, resulta relevante quitar del camino del razonamiento judicial en este 

caso, el que pueda existir una plausible interpretación por parte de la Administración 

sobre la posibilidad de auto concederse tiempo o dilatar los trámites administrativos 

necesarios y pertinentes que finalmente culminen en mi posesión en el cargo. 

 

PRUEBAS 

 

Solicito tenga en cuenta para la concesión de este amparo, así como para el 

otorgamiento de medidas que con carácter provisional se solicitarán, las siguientes 

pruebas documentales:  

 

Documentales: 

 

1. Copia de la Resolución № 5069 del 9 de noviembre de 2021 expedido por la 

Comisión Nacional del Servicio Civil, por medio del cual se conforma y adopta 

la Lista de Elegibles para proveer dos (2) vacante(s) definitiva(s) del empleo 

denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 222, Grado 10, 

identificado con el Código OPEC No. 10647, PROCESOS DE SELECCIÓN 

TERRITORIAL 2019 - GOBERNACIÓN DE CÓRDOBA 

2.  

3. Escrito de desistimiento de nombramiento por parte del Dr. JAIRO ANDRES 

BECERRA ACOSTA del 22 de marzo de 2022. 

 

4. Derecho de Petición de fecha 23 de marzo de 2022 solicitándole a la 

Gobernación de Córdoba y Comisión Nacional del Servicio Civil en dar 

cumplimiento a lo ordenado por Resolución № 5069 del 9 de noviembre de 

2021 emitiéndose el acto administrativo correspondiente de nombramiento 

del suscrito DIMAS LEANDRO OLARTE CUBILLOS 
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5. Medida cautelar del 28 de febrero y sentencia de tutela de 11 marzo de 2022 

del Juzgado 3 de familia del circuito de Montería, rad. 2022-00066 

 

6. Solicitud del 11 de enero de 2022 en donde la Comisión Nacional del Servicio 

civil, le requiere a la Gobernación de Córdoba por presunta violación a las 

normas de carrera administrativa e instrucciones de la CNSC relacionado con 

el nombramiento y posesión de elegibles en posición de mérito, ya que una 

vez notificada la firmeza de la lista de elegibles el 01 de diciembre de 2021 

el ente territorial, debió efectuar los nombramiento desde el 02 a 16 de 

diciembre de 2021, razón por la cual fue compelida a expedir los actos de 

nombramiento correspondientes. 

 
7. Decreto 00301 de 31 de marzo de 2022, por medio del cual se acepta el 

desistimiento del señor JAIRO ANDRES BECERRA ACOSTA del 

nombramiento del cargo. 

 
8. Respuesta del 05 de abril de 2022 de la CNSC referencia 2022RE007324 

donde manifiesta que la Gobernación de Córdoba, no ha realizado el reporte 

de las novedades que den cuenta de la provisión de las vacantes ofertadas, 

en el modulo Banco Nacional de Listas de Elegibles – BNLE en el portal SIMO 

4.0 

 

SOLICITUD DE MEDIDAS PROVISIONALES 

 

Ruego señor Juez, estimar la concesión de medidas provisionales al suscrito 

accionante, mientras desata de fondo la solicitud de amparo elevada, ante la notoria 

burla de mis derechos fundamentales por parte de la Administración, se conjure un 

potencial peligro a mis derechos de carrera ordenando a la GOBERNACION DE 

CORDOBA como accionada disponer las actuaciones administrativas necesarias 

para garantizar mi nombramiento y posesión dentro del término legal en mi cargo. 

 

DE LA PROCEDENCIA PRINCIPAL DE ESTA ACCION DE TUTELA O AL 

MENOS COMO MECANISMO TRANSITORIO 

 

La acción de tutela constituye un instrumento procesal de estirpe constitucional, 

aplicable excepcionalmente a la falta de cualquier otra vía legal para la reclamación 
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de un derecho fundamental violado o amenazado en contra de una autoridad, o en 

las hipótesis expresamente señaladas en el decreto 2591 de 1991. 

 

Significa lo anterior que la figura consagrada por el constituyente de 1991 en el 

artículo 86 de la Carta Política, tiene un carácter subsidiario o residual, lo que 

descarta su aplicabilidad como mecanismo procesal alterno y todavía más, como 

un medio expedito para suplantar los procedimientos ordinarios cuando expresa 

que: “… cualquier persona puede acudir a esta figura especial para que se les 

proteja un derecho fundamental que vea vulnerado o vea amenazado, siempre y 

cuando no existo otro mecanismo de defensa.” 

 

Para considerar la procedencia excepcional de esta acción de tutela, sea como 

mecanismo principal o transitorio para evitar un perjuicio irremediable, solicito señor 

Juez considere que en este caso no resulta plausible otro medio judicial frente a los 

términos perentorios en que debe garantizarse mi nombramiento y posesión como 

derecho para materializar el acceso a cargos públicos, puesto que el estudio de 

admisibilidad de la interposición de algún medio de control, demandará un tiempo 

que razonablemente puede estimarse superior al de la prórroga que la 

Administración se está concediendo, con lo cual generaría un perjuicio irremediable 

a mi persona (daño consumado). Por ello, estimando que es lo mejor para el 

respaldo de mis pretensiones fundamentales, así como la guarda de la moralidad 

administrativa (Sentencia C-643/2012), evitando futuras condenas a la 

Administración de la que me dispongo hacer parte y precisamente defender sus 

intereses desde el área jurídica, ruego señor Juez considere viable el amparo 

requerido, al igual que las medidas que en antesala se han solicitado.  

 

MANIFESTACION BAJO JURAMENTO 

 

Declaro bajo la gravedad del juramento que no he presentado otra acción de esta 

naturaleza o similar ante alguna otra autoridad administrativa o judicial, por los 

mismos hechos aquí expuestos.  

 

ANEXOS 

 

a) Cedula de ciudadanía de Dimas Leandro Olarte Cubillos 
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b) Copia de la demanda y sus anexos, para: el archivo de ese Juzgado, y 

los traslados de ley a las entidades demandadas y a la Agencia Nacional 

de Defensa Jurídica del Estado. 

 

NOTIFICACIONES 

 

El suscrito demandante DIMAS LEANDRO OLARTE CUBILLOS en la carrera 

5 No. 6 – 59 oficina 205 edificio Orquídea Real en Pitalito – Huila, móvil 

3105517869 correo electrónico dimasolarte@hotmail.com  

 

A la entidad demandada GOBERNACIÓN DE CÓRDOBA en el Palacio de 

Nain ubicado en la Calle 27 # 3 - 28 de la ciudad de Montería, departamento 

de Córdoba, correo electrónico de notificaciones judiciales: 

notificacionesjudiciales@cordoba.gov.co   

 

A la entidad demandada COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL en la 

Carrera 16 # 96 - 64 piso 7 de la ciudad de Bogotá D.C., correo electrónico 

atencionalciudadano@cnsc.gov.co correo electrónico de notificaciones 

judiciales notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co  

 

Atentamente,  

 

 

 

 

DIMAS LEANDRO OLARTE CUBILLOS 

C.C No. 12.264.956  

 

mailto:dimasolarte@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@cordoba.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
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